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en nuestro país, para acabar constatando que, en estos
momentos, la acción exterior sufre un problema de
descoordinación política.
En segundo lugar, el texto analiza la ejecución de la
política exterior española a lo largo de 2005, en un
contexto europeo e internacional que se muestra
adverso. Así, la crisis de la Unión va a dejar el europe-
ísmo del Gobierno en dique seco, mientras que la
“relación fría” con Estados Unidos va a hacer de deci-
siones del Gobierno español en América Latina
(Venezuela) motivos de tensión internacional. La polí-
tica española a lo largo del año ha sido, como se verá,
una mezcla de innovación (instrumentos financieros
para la cooperación al desarrollo), reparación (de las
relaciones afectadas por la etapa Aznar, por ejemplo
con Marruecos) y pragmatismo, en aras de la defensa
de intereses económicos (caso de China). Todo ello, sin
repetir el error de los primeros meses del Gobierno
Zapatero, que animado por un espíritu de solucionar
problemas (solving problems approach), anunció objeti-
vos ambiciosos (resolver el conflicto del Sáhara Occi-
dental) o, incluso, dio consejos inoportunos (famosas
declaraciones de Zapatero en Túnez). En otras pala-
bras, el año 2005 aporta una buena dosis de prudencia
y realismo. El texto incidirá, en mayor o menor medida,
en los aspectos destacados de la agenda tanto regional
(Europa, América Latina, Mediterráneo y referencias
a China y África Subsahariana) como temática (coope-
ración al desarrollo, inmigración, mantenimiento de la
paz, lucha contra el terrorismo).
Normalización del disenso 
y legitimidad democrática
Gustavo de Arístegui, portavoz del PP en la Comi-
sión de Asuntos Exteriores del Congreso de los
Diputados, iniciaba el año 2006 afirmando que el PP
tiene “todo el derecho de discrepar ideológicamente
(...) de la política exterior del Gobierno español”1. De
este modo se cerraba un año en el que las referencias al
consenso habían sido constantes. El Gobierno empezó
hablando de éste como si se tratara de la recuperación
de un pasado idealizado; para pasar después a reducir
sus expectativas y hablar de una noción de consenso
limitado e incluido en el debate político (Moratinos,
2005a). A pesar de alguna llamada en este sentido
(propuesta de Rajoy en una reunión del partido en
Sigüenza, en enero de 2005), el PP por su parte ha
manifestado sistemáticamente, por boca de sus repre-
sentantes, que las diferencias entre ambos en materia
internacional son cuestión de principios y de valores
fundamentales y éticos (Arístegui, 2005).
Ello deja atrás la cultura política del consenso –vincu-
lada, en su momento, a la necesidad española de inser-
tarse en el sistema europeo e internacional– para entrar
en un escenario en el que la política exterior española
nos remite a ideologización (Ortega, 2005) y politiza-
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La política exterior y de seguridad de España es, como
toda política exterior, el resultado de la interacción
entre las dinámicas internas y la naturaleza cambiante
del medio internacional. Dos ideas esquemáticas permi-
ten al lector captar lo más característico de dicha inter-
acción en el caso español a lo largo del año 2005. Por un
lado, cabe hablar en el ámbito interno de la normaliza-
ción del disenso entre las fuerzas políticas mayoritarias
(PSOE y PP) a la hora de elaborar la política exterior.
Cosa que, bajo la fórmula de “las dos visiones”, venía
siendo anunciada durante los últimos años en estas mis-
mas páginas (Calduch, 2004; Sahagún, 2005). Por otro
lado, el Gobierno español se ha encontrado con un me-
dio internacional adverso para su “visión”. En otras
palabras, mientras el Gobierno Zapatero estaba pensando
en un mundo “sin Bush y con Constitución Europea” se
ha encontrado con un mundo “sin Constitución Euro-
pea y con Bush”.
El texto aborda, en primer lugar, la política exterior
española desde el ámbito doméstico, dando relevancia
a varias cuestiones: el tema, ya clásico, del consenso en
nuestra política exterior (si bien aquí hablaremos de 
la normalización del disenso); el interés del actual
Gobierno por la legitimización democrática de la polí-
tica exterior; la voluntad de Zapatero y su Gobierno de
crearse una identidad internacional propia, y clara-
mente diferenciada de la opción Aznar, y, por último,
una referencia al eterno problema del servicio exterior
         
ción (Aixalà, 2005). Situación perfectamente percibida
por los ciudadanos (86% de los españoles perciben des-
acuerdo entre PP y PSOE en política exterior) (BRIE,
2005a). Ese derecho a la diferencia ideológica, reclama-
do por Arístegui, normaliza la política exterior españo-
la2, ya que la política exterior no se sitúa al margen de la
política en general (Hill, 2003) y, como tal, entra en el
debate ideológico y político. Es más, se puede afirmar
que es un síntoma más de europeización, si tenemos en
cuenta que el Parlamento Europeo es habitualmente
escenario de fracturas ideológicas por temas internacio-
nales entre las dos grandes familias políticas de Europa
(socialistas y populares), sin que por ello hayan desapa-
recido las fracturas por lógicas nacionales.
Esa lógica de defensa de intereses nacionales subyace
justamente en las demandas del ministro Moratinos a
la oposición, a lo largo de 2005, para llegar a un acuerdo
en el Parlamento español en torno a la negociación de las
perspectivas financieras de la UE para el período 2007-
2013. Si el acuerdo no se consiguió en torno a un caso
en el que se trataba de perder, más o menos, pero de
perder en definitiva (rentable políticamente para la
oposición); en cambio, el compromiso del PP 
con el sí en el referéndum de la Constitución
Europea ha de leerse como límite natural
del disenso. 2005 puede considerarse
el año de la normalización del di-
senso, pero no ha sido momen-
to de debate político para
abordar esos límites
naturales (base mínima
en términos de continui-
dad internacional de España)
ni cualquier otra cuestión de polí-
tica exterior. Más que debate de ideas,
2005 ha dejado un reguero muy poco
constructivo de descalificaciones, tanto políti-
cas como personales.
Asumir la desaparición de la cultura política del
consenso ha hecho aflorar entre los políticos, como
hemos visto, referencias a principios éticos y a valores
en el discurso de la política exterior española.
Legalidad y legitimidad han sido términos de referen-
cia constante por parte del Gobierno para exponer su
actuación. Así podemos leer en el balance del primer
año de Gobierno, publicado por el Ministerio de la
Presidencia, que “el Gobierno ha puesto la política
internacional española bajo el paraguas de la fuerza del
derecho (énfasis del autor)” o que persigue “la realiza-
ción de una auténtica política exterior democrática”.
En efecto, la legitimidad (democracia y apoyo ciudada-
no) ha sido referencia constante para la elaboración de la
política exterior en 2005. En lo relativo al apoyo ciuda-
dano hay que recordar que ése es uno de los rasgos que
el actual Gobierno deseaba potenciar para diferenciar-
se del anterior en materia exterior. En ese sentido, por
ejemplo, el presidente Zapatero propuso al pleno del
Congreso, en junio de 2005, la creación de una subco-
misión para dinamizar el debate sobre la Unión Euro-
pea con la sociedad. Podría interpretarse como una
autocrítica del Gobierno, a toro pasado, si tenemos en
cuenta que ni el Gobierno, ni los partidos políticos
mayoritarios, aprovecharon una oportunidad única
como el referéndum sobre la Constitución Europea
para abrir un debate público y hacer partícipe a la ciu-
dadanía (Torreblanca, 2005a), más allá del voto formal.
De manera genérica, sin embargo, se puede apuntar
que la actuación del Gobierno a lo largo de 2005 ha
dado espacio a la participación social (reforma del ser-
vicio exterior, orientación de la cooperación al desarro-
llo) y ha sido refrendada de manera amplia por la
ciudadanía, si atendemos a las encuestas de opinión
pública, en cuestiones como la impronta social de la
política española hacia América Latina, la orientación
fundamentalmente europea de la política exterior o el
aumento de la ayuda al desarrollo (CIS, 2005). Ahora
bien, las encuestas hacen aflorar un par de temas dig-
nos de ser reseñados: por una parte, que la fractura
ideológica derecha-izquierda en materia internacional
se traslada, aunque en menor medida, a la sociedad 
(el tema de las relaciones con Estados Unidos es un
ejemplo claro)3 y, por otra parte, que algunas de las
opciones públicamente relevantes de la política del
Gobierno (relaciones con Chávez o presencia de tropas
españolas en la Fuerza Internacional de Asistencia a
Afganistán) no son bien acogidas por la sociedad
(Hugo Chávez es un líder muy mal valorado por los
españoles4) o por los sectores sociales de izquierda (la
presencia española en operaciones multinacionales, en
Afganistán o Haití, tiene mejor recepción entre los
sectores de derecha que de izquierda).
Más allá de la legitimidad proveniente del respaldo
ciudadano, el Gobierno Zapatero ha potenciado en su
discurso la democracia en política exterior, con una
mayor implicación del Parlamento en la toma de deci-
siones. Ello se ha sustanciado, a lo largo de 2005, en
novedades como la diplomacia parlamentaria o la auto-
rización previa del Parlamento para la participación de
tropas españolas en misiones internacionales; “por pri-
mera vez en democracia”, como señaló Zapatero en el
pleno del Congreso en septiembre de 2005. La puesta en
marcha de la diplomacia parlamentaria ha supuesto la
presencia de diputados en viajes del rey o del presidente
del Gobierno al extranjero o el diseño de una agenda de
viajes de parlamentarios (Irán, Estados Unidos), diri-
gidos por el presidente de la Comisión de Asuntos
Exteriores del Congreso, Antoni Duran i Lleida.
Mientras en el terreno de la diplomacia parlamenta-
ria se pudo conseguir el acuerdo de todas las fuerzas
políticas, sobre la base de su positivo efecto multiplica-
dor para la diplomacia española, no se puede decir lo
mismo respecto al control parlamentario de la partici-
pación de Fuerzas Armadas españolas en operaciones
internacionales. El tema dio lugar a lo largo del año
2005 a una polémica importante entre el PP y los
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nica de Defensa Nacional, finalmente aprobada en
septiembre de 2005 (sólo el PP votó en contra). El
Gobierno justificó la necesidad de dicha ley por la
obsolescencia de la anterior (aprobada en 1980) y por
las nuevas realidades (misiones internacionales). A
nadie se le escapa, lógicamente, que el debate sobre 
la ley ha supuesto una “revisión” de la actuación del
Gobierno Aznar durante la crisis de Irak. La ley in-
corpora, aspecto que el PP rechazó, la autorización
previa del Parlamento para el despliegue de tropas (el
PP proponía el examen, no la autorización, con carác-
ter previo). Esta cuestión, que para algunos grupos
como Izquierda Unida, es vital para hablar de auténti-
co control democrático fue criticada desde las filas del
PP por los problemas que puede plantear a España a la
hora de cumplir con sus compromisos internacionales,
asumidos en el marco de organizaciones de seguridad.
Identidad internacional 
y servicio exterior
Junto a la legitimidad, el discurso de la acción exterior
del actual Gobierno ha hecho de los principios éticos y
de los valores (legalidad internacional, solidaridad, jus-
ticia social, multilateralismo) una constante, que le lleva
a redefinir líneas de actuación de nuestro país en el
ámbito internacional, en temas como la lucha contra 
el terrorismo (vinculación de lucha contra el terrorismo
con lucha contra la pobreza y diálogo cultural) o la coo-
peración al desarrollo (compromiso de doblar la Ayuda
Oficial al Desarrollo (AOD) durante los cuatro años de
la legislatura). Términos como “visión ética y solidaria”
(Pino, 2005a) o “giro social” (Arenal, 2005a) han apare-
cido en análisis recientes sobre la actuación del Gobier-
no Zapatero. La propuesta de Alianza de Civilizaciones
es lo que mejor simboliza esa voluntad de crear una
nueva identidad internacional para España. Dicha
Alianza, copatrocinada por el primer ministro turco,
Recep Erdogan y asumida por el secretario general de
Naciones Unidas, ha dado lugar en 2005 al primer
encuentro del Grupo de Alto Nivel convocado por Kofi
Annan, en Mallorca en noviembre. Todo ello le ha vali-
do al Gobierno español abundantes críticas de política
retórica en casa, pero también ha marcado algunas
novedades cuyo rédito no es fácil de valorar aún, como
la identificación de la diplomacia española con multila-
teralismo (ONU) y con una nueva aproximación a la
cuestión cultural-religiosa (lanzamiento de la Alianza
de Civilizaciones).
Ese nuevo rumbo en política exterior, en palabras de
Moratinos (2005b) ha merecido críticas muy duras por
parte del PP. Así, la anterior ministra de Asuntos
Exteriores, Ana Palacio (2005), ha definido en la pren-
sa estadounidense la España de Zapatero como una
España que se encoge, que pasa de un perfil alto a con-
vertirse en un jugador de segunda fila en el marco
internacional y con un rol mal definido. Dejando de
lado el discurso de la oposición política, lo cierto es que
la evaluación positiva del giro español en política exte-
rior va a tener mucho que ver con la capacidad de articu-
lar el discurso (concordante con la opinión mayoritaria
de los españoles) con los intereses materiales del país y
traducirlo en estrategia de actuación (planificación de
prioridades, definición de objetivos, elección de instru-
mentos). Ello sugiere, de inmediato, preguntas en torno,
por ejemplo, a la relación hispano-turca impulsada a tra-
vés de la propuesta conjunta de Alianza de Civilizacio-
nes: ¿existe una estrategia para desarrollar dicha relación
y con qué objetivos? Pero también surgen las preguntas
de siempre en torno a la diplomacia española, ¿dispone
de medios y de margen de maniobra suficientes para
mantener una política propositiva y un protagonismo
activo en Naciones Unidas?
Esas preguntas nos llevan a abordar temas de orden
político y administrativo como la “ineludible reforma
de nuestro servicio exterior”, en palabras del ministro
Moratinos (2005b). En ese sentido, 2005 ha sido un año
de tránsito, en el que la Comisión Interministerial
para la Reforma Integral del Servicio Exterior ha ela-
borado, como estaba previsto, un informe que ha per-
mitido a Moratinos presentar su propio informe al
Consejo de Ministros, con el objetivo de adoptar en
2006 una Ley de Servicio Exterior. El análisis del pro-
ceso en curso ha llevado a plantear interrogantes en
torno a la construcción de una estrategia exterior para
España y a la vigencia del principio de unidad de acción
exterior. El establecimiento de constantes y de prio-
ridades de la política exterior, a partir de un cierto 
consenso entre las fuerzas políticas, y la capacidad de
análisis y de previsión se apuntan como necesarias
(Espósito, 2005). Las realidades de 2005 muestran
carencias en uno y otro sentido. En el último caso
(capacidad de análisis y previsión), es evidente que el
tema depende tanto de los recursos disponibles como
de la gestión de los mismos. En materia presupuestaria
se ha anunciado un aumento sustancial del presupues-
to del Ministerio (24% en el año 2006 en comparación
al, 2005), vinculado al aumento importante que tiene
el área de Cooperación al Desarrollo5.
En lo relativo a la unidad de acción, más allá de los
determinantes estructurales que afectan a la política
exterior española (pertenencia a la UE, actividad inter-
nacional de ministerios, entes regionales y locales),
cabe constatar que en el terreno de la dirección política
de la acción exterior, Zapatero no está siguiendo, de
momento, el modelo presidencialista de González y
Aznar, ni tampoco ha aprovechado la existencia de
algunos órganos, como el Consejo de Política Exterior,
para ahondar en dicha dirección política. Consecuen-
cia de ello o no, lo cierto es que a lo largo de 2005 se
han hecho evidentes los desencuentros entre Moratinos
y el ministro de Defensa, José Bono, en diversos temas
de la agenda, con un claro protagonismo de este últi-
mo (viaje secreto de Bono a Venezuela frente el temor

























































    
de Bono a Moratinos en relación con un anuncio de
ventas de armas a Angola, decisión de enviar tropas
españolas en misión de ayuda humanitaria a Indonesia
tras el tsunami sin conocimiento del Ministerio de
Exteriores, viaje de Bono a Filipinas para negociar la
suspensión de la pena de muerte a un español ya acor-
dada entre el Gobierno filipino y Moratinos).
La vuelta a una Europa en crisis
El deseo del Gobierno español de hacer de la “vuelta a
Europa” un objetivo central para la reestructuración de
su política exterior chocó en 2005 con la dura realidad
de la crisis de la UE. El contexto no facilitó los objetivos
del Gobierno español en materia europea. La voluntad
de recuperar el diálogo privilegiado con Francia y
Alemania (núcleo duro de la vuelta a Europa), anuncia-
da desde el primer momento por el Gobierno Zapatero,
siguió vigente en el escenario de 2005, marcado por el
referéndum sobre la Constitución Europea y por la
negociación de las perspectivas financieras para el
período 2007-2013. Esa vuelta a Europa, que ya se
había traducido en septiembre de 2004 en un
simbólico encuentro Zapatero-Chirac-
Schröder, va más allá, en marzo de
2005, con un encuentro en París a
Cuatro, sumándose Putin a los
tres anteriores. Ello debe
entenderse como la vo-
luntad del eje franco-
alemán de dar relieve a la
“vuelta” de España, sobre todo
por parte de Francia. No en vano,
Rodríguez Zapatero ha sido el primer
presidente español invitado a hablar, en
marzo de 2005 y en plena campaña por el refe-
réndum de la Constitución Europea, ante la
Asamblea Nacional Francesa.
El deseo del Gobierno español de reafirmar su euro-
peísmo frente a sus socios europeos se traduce sobre
todo en que España sea el primer país en ratificar el
Tratado de la Constitución Europea, firmado en octu-
bre de 2004, previo referéndum popular. El referéndum
se convoca de manera rápida, para el 20 de febrero de
2005, y es evidente que el eslogan gubernamental “Los
primeros con Europa” no hace sino ratificar la voluntad
del Gobierno Zapatero de obtener réditos políticos, a
nivel interno y europeo, gracias a la previsible victoria
del sí en España. Se espera, por un lado, un efecto
arrastre, especialmente sobre Francia (Chirac acompa-
ñó a Zapatero durante la campaña en España), y, por
otro lado, anticiparse a la negociación sobre las perspec-
tivas financieras de la Unión para el período 2007-2013,
ya que España será en perspectiva histórica un “perde-
dor” seguro en la Europa de los Veinticinco.
El Gobierno defendió la Constitución Europea frente
a los españoles y pidió su voto afirmativo. Las críticas
a la Constitución procedieron tanto desde sectores que
apoyan el sí, como el PP, por la pérdida de poder de
España en el Consejo de la UE, como de sectores que
piden el voto negativo, como Esquerra Republicana de
Catalunya, que acusó a la Constitución de no recono-
cer la identidad de los pueblos, o Iniciativa per Cata-
lunya, que la rechazó por consagrar la Europa del
capital y por remilitarizar Europa. La falta de partici-
pación social en el debate que, como ya hemos visto,
no fue propiciada por las fuerzas políticas, llevó a una
escasa participación: el 42% de los votantes (la partici-
pación más baja en una consulta electoral desde la ins-
tauración de la democracia). Lo que no despertó gran
entusiasmo ni en España ni en Europa. El sí ganó por
el 76,73% de los votos, si bien la cifra fue menor en
aquellas comunidades (64,64% en Cataluña y 62,61%
en el País Vasco) en las que el debate nacionalista se
activó durante la campaña del referéndum.
Los acontecimientos posteriores -victoria del no en
Francia, en cuya campaña se implicó directamente
Zapatero, y Países Bajos- sitúan al Gobierno español
frente a la necesidad de posicionarse en materia de cons-
trucción europea en momentos de crisis, al sumarse el
fracaso del Consejo Europeo, de junio de 2005, en mate-
ria financiera. El optimismo de la voluntad es la caracte-
rística del Gobierno español que insiste, en un primer
momento, en que continúe el proceso de ratificaciones 
a pesar del no de Países Bajos y Francia. Finalmente, la
decisión adoptada por el Consejo Europeo, en junio de
2005, de abrir un período para reflexionar coincide,
según el secretario de Estado español para la UE, con 
la posición del Gobierno Zapatero (Navarro, 2005). La
falta de plan B por parte del Gobierno español es mani-
fiesta, aunque ello no lo diferencia del resto de gobier-
nos europeos, pues la falta de plan B ha sido la norma y
no la excepción (Torreblanca, 2005b); si bien en España
se han apuntado ideas en torno a un posible plan B,
como las suscritas por el Real Instituto Elcano, que con
un espíritu pragmático ha propuesto, por ejemplo, la
puesta en marcha de dimensiones de la PESC, conteni-
das en la Constitución, aun sin su entrada en vigor
(Powell et al, 2005). Desde la oposición, el PP estuvo
atento en todo momento del proceso a manifestarse en
contra de cualquier plan B que comportara una aproba-
ción por partes de la Constitución, dado que justamente
la primera parte, la más susceptible de aprobarse, es la
que rechazan los populares por el mecanismo de toma
de decisiones en el Consejo.
El dilema de la botella, 
¿medio llena o medio vacía?
El segundo gran tema de la agenda europea, la nego-
ciación de las perspectivas financieras, se revela enve-
nenado para el Gobierno Zapatero, que va a ser el
encargado de asumir el choque ineludible de la reduc-
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buena medida, del propio éxito económico de España.
Además, el rumbo de los acontecimientos (rechazo de
Países Bajos y Francia) resta al Gobierno Zapatero el
peso político derivado del supuesto efecto arrastre del
“sí español”. España llega pues al marco negociador sin
las ventajas esperadas de una coyuntura política positi-
va (ratificaciones de la Constitución) y con un panora-
ma negativo, bien conocido, en lo presupuestario. Este
último se deriva de la convergencia de dos hechos
incontestables. Primero, el efecto estadístico sitúa a
España en buena posición en términos de riqueza com-
parativa en la Europa de los Veinticinco; lo que la deja-
ría fuera del Fondo de Cohesión e incluso podría llegar
a convertirla en contribuyente neto. Segundo, la volun-
tad decidida de algunos contribuyentes netos, en situa-
ción de crisis económica, de reducir el techo de gasto.
La negociación presupuestaria centra el interés de 
los dos Consejos Europeos de final de presidencia: la
luxemburguesa, en junio, y la británica, en diciembre.
Los argumentos españoles para defender su posición
(no convertirse en contribuyente neto en el período
2007-2013) se centran en la incorporación de criterios de
gradualidad, para la pérdida de Fondos Estructurales y
de Fondo de Cohesión, y de criterios de calidad (crea-
ción de nuevos Fondos con incidencia en ámbitos en los
que España es deficiente, como Innovación Tecnoló-
gica). Las gestiones de Claude Juncker, como presidente
de turno de la Unión, consiguieron el visto bueno espa-
ñol a sus propuestas (un saldo neto para España de
4.783 millones de euros). Sin embargo, el bloqueo del
acuerdo por parte de Gran Bretaña (y de otros países
ricos), llevó en el Consejo Europeo de junio a que
España se manifestará finalmente en contra de la pro-
puesta luxemburguesa.
La decisión española, que chocó con las expectativas
de los nuevos socios europeos, encuentra su explicación
en el ámbito doméstico, en el que el PP había anuncia-
do que consideraría cualquier saldo neto inferior a
12.000 millones de euros como un fracaso del Gobierno.
Zapatero intentó justificar su decisión, al margen de los
intereses del grupo de los ricos, recurriendo a su euro-
peísmo (defensa de la Constitución). En cualquier caso,
lo cierto es que el saldo del primer round en materia pre-
supuestaria acabó con una mala imagen de España
entre muchos socios europeos (caso de los nuevos miem-
bros dispuestos, incluso, a reducir sus saldos netos para
llegar a un acuerdo) (Barbé, 2005).
El acuerdo final sobre las perspectivas financieras,
alcanzado en el Consejo Europeo de diciembre bajo
presidencia británica, supone para España una ligera
mejoría de las cifras conseguidas en junio, traducida
en una serie de logros publicitados por el Gobierno
(prórroga del Fondo de Cohesión hasta 2013, creación
de un Fondo de Innovación Tecnológica, recursos para
políticas de inmigración). La opinión pública se en-
cuentra frente a un baile de cifras, según quien le pre-
sente el resultado de las negociaciones (el PP indica
que el Gobierno falsea las cifras al incorporar partidas
de la etapa anterior en los resultados del 2007-2013).
Al margen de la batalla de cifras, lo cierto es que el
Parlamento en general, a excepción del PP, ve de
manera positiva el resultado, si bien los grupos minori-
tarios se alejan tanto del triunfalismo del Gobierno
como del tremendismo del PP (menciones a Trafalgar,
la Armada Invencible y Cuba). Un tema relevante a lo
largo de la negociación ha sido el perfil de España en
la misma. Mientras el Gobierno se presenta como un
miembro activo y que propone iniciativas, el PP critica
su irrelevancia, de modo general, y la falta de lideraz-
go de Zapatero, de modo particular (Rajoy, 2005). El
contexto nos lleva a realizar dos apreciaciones en rela-
ción con el tema. En primer lugar, recordar que en el
marco negociador de las perspectivas financieras han
sido sobre todo los grandes, y contribuyentes netos, los
que han determinado el resultado (Torreblanca, 2005c),
aunque hayan tenido que “escuchar” y “hacer conce-
siones” aquí y allá6; lo que hace de España no un actor
determinante sino un actor de apoyo a las propuestas
franco-alemanas, fundamentales para conseguir conce-
siones de Blair y llegar a un acuerdo. Ni la prensa ale-
mana, ni la francesa, a diferencia de la española, ha
hecho mención a una España impulsora de acuerdos a
tres (Francia-Alemania-España). En segundo lugar,
destacar el hecho de que Polonia ha sido, si atendemos
a su prensa, uno de los países que más atención ha
prestado a la actuación del Gobierno español (mencio-
nes al “giro europeo”, cambio de estilo y éxito en la
negociación). El referente español era tan destacado,
que incluso el primer ministro Marcinkiewicz se vana-
glorió en público de que Tony Blair lo hubiera compa-
rado con José María Aznar, por su falta de reparos a la
hora de defender sus intereses. No es extraño, si tene-
mos en cuenta que, según la prensa polaca, “Polonia
ha entrado en el club de los playmakers de la Unión,
sustituyendo en cierta medida a España” (Pawlicki,
2005). En suma, el contexto negociador era adverso
para España, con escaso margen de maniobra (en ma-
nos de los grandes) y sin protagonismo histórico (en
manos de los recién llegados).
De Salamanca a Barcelona: 
diplomacia de cumbres
Más allá de Europa, América Latina y el Medi-
terráneo constituyen los dos ámbitos naturales de la
política exterior española. A finales de 2005, la opinión
pública parece, sin embargo, más diversificada a la hora
de identificar el área prioritaria para nuestra diplomacia
(BRIE, 2005b): Europa (44%), América Latina (13%),
Estados Unidos (13%), Magreb (8%) y África Subsaha-
riana (8%), como más significativas. De ello se deduce
que otras dos áreas, al margen de las tradicionales,
Estados Unidos y África Subsahariana ocupan tam-
bién un lugar destacado en las preocupaciones de los

























































        
dos la prioridad está relacionada con los vaivenes que
ha sufrido la relación hispano-estadounidense, mien-
tras que la irrupción de África Subsahariana entre las
preocupaciones de los españoles es la suma del factor
estructural (preocupaciones humanitarias) y de fenó-
menos recientes (la inmigración subsahariana frente a
las vallas de Ceuta y Melilla).
Tanto América Latina como el Mediterráneo han
dado origen en 2005 a sendas cumbres organizadas por
la diplomacia española: la Cumbre Iberoamericana de
Salamanca, en octubre, y la Cumbre Euromediterránea
de Barcelona, en noviembre. En ambos casos el contex-
to regional e internacional ha influido. De tal manera
que los objetivos de la diplomacia española, centrados
en el simbolismo (reunión de altos mandatarios) y en
resultados concretos (compromisos) se han visto ensom-
brecidos por determinantes políticos, entre otros la
actuación de Estados Unidos.
En el caso de la cumbre de Salamanca, su celebración
llega tras un año en el que la política española hacia
esa región ha sido relativamente intensa (viajes, en-
cuentros multilaterales) y puntualmente conflictiva.
En efecto, se puede decir que las visitas de Zapa-
tero a América Latina (Argentina, Brasil,
Chile) o de dirigentes latinoamericanos a
España (entre otros, Fox y Uribe) han
servido para escenificar la afini-
dad política entre buena parte
de los actuales dirigentes
de América Latina (la
nueva izquierda) y el
Gobierno socialista, desta-
cando la “privilegiada rela-
ción” con Brasil (Arenal, 2005a). A
los intereses mutuos, centrados en las
inversiones españolas, hay que sumar una
agenda política compartida que va desde la
asunción por parte de España de la responsabili-
dad social de la inversión española en América
Latina hasta las tareas compartidas en la escena inter-
nacional (fuerzas de estabilización en Haití, defensa
del papel de Naciones Unidas y del multilateralismo,
Alianza contra el Hambre).
La reconstrucción exitosa del tejido de relaciones
políticas en América Latina, dañado por la época
Aznar, tiene sus puntos conflictivos. Ahí debe hacerse
mención a Cuba y Venezuela. Si en su momento Cuba
sirvió al PP, tras su victoria en 1996, para diferenciar
su política exterior de los gobiernos González, en 2005
la presión española en la UE nos ha llevado al punto
de partida. Así, el Consejo de la Unión adoptó en
enero de 2005 una política de diálogo constructivo con
Cuba, suspendiendo las sanciones diplomáticas exis-
tentes con dicho país. Dicha decisión, que se va a pro-
longar hasta junio de 2006, merece dos comentarios
dignos de reflexión: por una parte, el Gobierno espa-
ñol ha podido comprobar que su margen de maniobra
es menor en el marco de la Unión ampliada a los paí-
ses de la Europa ex soviética (República Checa mostró
disconformidad con la medida relativa a Cuba y obligó a
recortar la propuesta española) y, por otra parte, la
influencia europea en Cuba es cada vez menor, a tenor
de las relaciones de la isla con China y Venezuela.
Las relaciones con Venezuela han sido el tema más
conflictivo del año en la agenda latinoamericana del
Gobierno español. Los viajes del ministro de Defensa a
Venezuela (el primero de ellos, en enero, filtrado a la
prensa y sin conocimiento del Ministerio de Asuntos
Exteriores), con el objetivo de negociar y firmar un
contrato de venta de armas, han tenido fuerte repercu-
sión, tanto interna como regional e internacional. En
el ámbito doméstico, la firma del contrato de venta de
buques y de aviones a Venezuela, por valor de 1.700
millones de euros, comporta el mantenimiento de 600
puestos de trabajo ligados a la construcción de los
buques en los astilleros de Navantia, antes Izar, y así
fue sostenido por el ministro Bono en nombre del inte-
rés nacional. A nivel regional, el anuncio de dicha
venta de armas fue seguido por una iniciativa diplo-
mática española de “apagafuegos”, la celebración de
un encuentro multilateral de Zapatero con Uribe y
Chávez para desactivar el malestar creado en Colom-
bia por dicho contrato. Así, la celebración en el mes de
marzo de un encuentro Zapatero-Uribe-Chávez, al
que se sumó Lula, constituyó un éxito puntual de la
diplomacia española. Por una parte, escenificó la foto
representativa de la reconciliación Colombia-Venezuela
y, por otra, supuso un espaldarazo simbólico de Brasil
a la iniciativa española.
A nivel internacional, el contrato español con Chávez
se ha convertido en 2005 en la piedra angular del
malestar de la Administración Bush con el Gobierno
Zapatero. El Gobierno español, que recibe valoracio-
nes positivas en Washington en temas como la lucha
contra el terrorismo, merece sin embargo comentarios
muy duros en el caso de Venezuela. En la prensa esta-
dounidense se recoge que “la Administración Bush, en
privado, está rabiosa con el apoyo que España da al
líder venezolano en capacidades militares, pero sobre
todo en respetabilidad, dado que España es un socio de
la OTAN” (Vinocur, 2005). Zapatero es acusado, en
Washington, de desempeñar el papel de legitimador
europeo de Chávez y, de ahí, que se pueda esperar una
negativa de Estados Unidos a conceder los permisos
para que se ejecute el contrato español con Venezuela
en el caso de los aviones, dada la implicación de tecno-
logía estadounidense. La lógica amigo-enemigo con la
que Washington aborda las relaciones Estados Unidos-
España, a costa de Venezuela, es asumida por el PP.
Así, para el diputado Muñoz Alonso, “o somos amigos
de Cuba y Venezuela o apostamos por normalizar las
relaciones con Estados Unidos. Las dos cosas a la vez
es imposible”7. La victoria de Evo Morales en Bolivia,
en diciembre de 2005, va a repercutir sin duda sobre
las relaciones de España con esa América bolivariana
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que la orientación que adopte Bolivia va a ser decisiva
para reforzar o erosionar dicho liderazgo. En cual-
quier caso, lo evidente a lo largo de 2005 es que esa
lógica amigo-enemigo aplicada al caso venezolano ha
afectado a las relaciones hispano-estadounidenses. De
ello que la mejora de relaciones entre España y Esta-
dos Unidos, vinculada en buena medida a factores per-
sonales (Bush-Zapatero), va a estar muy determinada
por el tema Chávez.
La misma lógica se hizo notar, una vez más, durante
la celebración de la Cumbre Iberoamericana, en Sala-
manca. Así el tema que más atención mereció por parte
de los medios de comunicación fue la queja del Go-
bierno estadounidense respecto de dos comunicados
relacionados con Cuba, sobre todo porque en uno de
ellos se hacía uso del término bloqueo para definir la
política de Estados Unidos con respecto a la isla. Más
allá de la politización creada por el tema, que llevó a
retoques lingüísticos de dichos comunicados, la cumbre
avanzó en algunos de los objetivos propuestos por el
Gobierno español para revitalizar un proceso que había
perdido fuelle a lo largo de los años. Dos tipos de avan-
ces se pueden mencionar: institucionalización, en senti-
do amplio, y fijación de objetivos concretos. En el
primer caso cabe mencionar la puesta en marcha de la
Secretaría General, para la que se ha nombrado a En-
rique Iglesias, con lo que supone de impulso político
para avanzar en los propósitos de institucionalización
(voz iberoamericana en la escena internacional, foros
civiles iberoamericanos). En el segundo caso, las deci-
siones adoptadas se basan en una realidad regionaliza-
dora -los lazos económicos y sociales tejidos por las
inversiones españolas y por los inmigrantes latinoame-
ricanos- que centra los compromisos en torno a migra-
ciones (modelo de gestión de las migraciones, convenios
sobre seguridad social) y a educación (plan de alfabeti-
zación, espacio del conocimiento). Para hacer frente a
los compromisos en el terreno de la educación se ha rei-
terado la importancia de uno de los instrumentos finan-
cieros destacados por el Gobierno español (condonación
de deuda por educación). Como consecuencia de 
la Cumbre, España ya asumió compromisos concretos
en ese terreno con Ecuador, Nicaragua y Honduras. El
resultado de la cumbre ha sido calificado de éxito en lo
relativo a su dimensión operativa y de futuro, aunque
también se ha destacado el peligro de haber creado
excesivas expectativas con recursos limitados, en refe-
rencia al papel que se espera de la nueva Secretaría
General (Arenal, 2005b; Malamud y Mallo, 2005).
Más al sur del Mediterráneo
La cumbre euromediterránea de Barcelona, del mes
de noviembre, acabó con un cierto regusto de fracaso.
La participación (sólo dos socios de los diez del sur,
Turquía y la Autoridad Nacional Palestina (ANP),
estuvieron representados por sus máximos líderes) y
los resultados (falta de acuerdos fundamentales y de
objetivos concretos) hicieron que Barcelona+10 no
pudiera desempeñar el papel de impulso político que
la diplomacia española esperaba (Barbé y Soler, 2005).
El contexto no era favorable para el encuentro. Si nos
atenemos a la dimensión organizativa, conviene recor-
dar que la cumbre -objetivo recogido en el propio pro-
grama electoral del PSOE para las elecciones de 2004-
se celebraba bajo presidencia británica de la Unión. 
El hecho de que Gran Bretaña hubiera preferido 
un encuentro ministerial, formato habitual en el
Partenariado Euromediterráneo, y no la cumbre
impulsada por España, hizo que los líderes del sur no
recibieran un input de “obligatoriedad”. De hecho,
Moratinos visitó a la mayor parte de los socios del sur
sin la compañía de su homólogo británico, Jack Straw.
Lo que envió a dichos socios un mensaje europeo 
de poca entidad. Por otra parte, las crisis internas en
algunos países (Líbano) más las llamadas, según pare-
ce, de Condolezza Rice a algunos de sus socios más
destacados en la región para hacerles desistir de acudir
a Barcelona, hicieron el resto. No es extraño que fue-
ran los líderes de la ANP y Turquía los únicos presen-
tes, ya que son los dos que más tienen que perder en
sus relaciones con la Unión en el corto plazo.
La cumbre puso de manifiesto, una vez más, que el
conflicto árabe-israelí contamina los resultados del
proceso de Barcelona y que, a pesar de los deseos de la
Unión de iniciar una etapa de trabajo con objetivos
concretos y fechas para cumplirlos, la región medite-
rránea es, de momento, resistente al método. A pesar
de la voluntad del Gobierno español (fuerte motiva-
ción del ministro Moratinos), la cumbre acabó sin un
documento firmado por todos los presentes, con un
código de conducta sobre contraterrorismo algo equí-
voco por la falta de definición del propio fenómeno del
terrorismo (Reinares, 2005) y, finalmente, con un pro-
grama de trabajo para los cinco próximos años basado
en propuestas generales que, entre otras cosas, habla
de conseguir una gestión ordenada de los flujos migra-
torios. El objetivo manifiesto del Gobierno español de
aprovechar la cumbre para imbricar el proceso de
Barcelona en los nuevos instrumentos de la UE, como
la Política de Vecindad (León, 2005), era de todas
maneras retórico, a la vista de que la propia UE aún
no había sido capaz de ponerse de acuerdo sobre sus
perspectivas financieras para 2007-2013. Lo que abría
interrogantes sobre el nivel de compromiso financiero
que los europeos estaban dispuestos a asumir con sus
vecinos (incluidos los mediterráneos). Así, las tensio-
nes árabe-israelíes y la crisis de la UE conformaron un
contexto adverso para los ambiciosos objetivos de la
diplomacia española en el Mediterráneo.
La política española hacia el Mediterráneo, al mar-
gen del marco regional, está en buena medida deter-
minada por sus relaciones con Marruecos. Hay que
decir que a lo largo de 2005 esas relaciones han sido

























































      
la firma por parte de Marruecos de un nuevo acuerdo de
pesca, que entrará en vigor en enero de 2006, la puesta
en marcha de la construcción de una universidad hispa-
no-marroquí en Tetuán (Universidad de los Dos Reyes)
o las garantías de mayor seguridad jurídica para las
inversiones españolas en el país (España es el primer in-
versor en Marruecos, con más de 600 empresas) (Pino,
2005b). Las visitas de Estado y todo tipo de encuentros, a
niveles diversos, se han multiplicado a lo largo del año.
Lo que ha dado lugar a encuentros simbólicos, como la
visita de los reyes a Marruecos en enero de 2005 (desde
el año 2000, con la visita de Mohammed VI a España, no
se daba este tipo de encuentros) o encuentros de trabajo
como la reunión de Alto Nivel, celebrada en Sevilla, en
septiembre. Se puede hablar de temas sensibles que han
llamado la atención a lo largo de dichos viajes, caso del
Sáhara Occidental, o que se han superpuesto a la agen-
da, como ocurrió en la reunión de Alto Nivel, cuyo 
programa de trabajo (lucha contra el terrorismo, coope-
ración económica) se vio alterado por el drama humano
que se desarrollaba esos mismos días frente a las vallas
de Ceuta y Melilla, donde miles de inmigrantes espe-
raban para saltar a territorio europeo.
El 30 aniversario de la retirada española del
Sáhara Occidental coincide en el tiempo
con un Gobierno español pragmático
en su aproximación al tema, que
sitúa la solución del conflicto
en el marco de Naciones
Unidas, sin hacer men-
ción alguna al plan
Baker que incomoda a
Marruecos. España ha insisti-
do en pedir el nombramiento de
un nuevo enviado especial, con perfil
político destacado, y en ofrecerse como
interlocutor con las partes. La actitud pru-
dente del Gobierno español con el vecino marro-
quí se ha visto en apuros a lo largo de 2005, sobre
todo cuando fuerzas sociales y políticas de nuestro país
(concejales, parlamentarios, miembros de ONG, perio-
distas) han manifestado su condena por los aconte-
cimientos en la antigua colonia (represión de mani-
festaciones en las calles de El Aaiún, detenciones y
malos tratos). De ahí los intentos de algunas delegacio-
nes españolas de viajar a El Aaiún, que acabaron con
expulsiones a España. La reacción del Gobierno -que-
jas formales y negociación con el Gobierno marroquí
para que se pudieran desplazar al Sáhara delegaciones
parlamentarias oficiales del Congreso y del Senado-
tuvo, sin duda, costes en términos de opinión pública
en nuestro país.
Sin embargo, el tema hispano-marroquí que más ha
impactado en la sociedad española a lo largo del año
ha sido, sin duda, el de las avalanchas de inmigrantes
subsaharianos intentando penetrar en España a través
de las vallas que separan Ceuta y Melilla del territorio
marroquí. Frente a una opinión pública que desconfía
del Gobierno marroquí (94% de los españoles creen
que Marruecos no hace lo suficiente para combatir la
inmigración ilegal hacia España a través de su territo-
rio [BRIE 2005b]), el Gobierno español ha situado el
tema en marcos cooperativos amplios y, en cierta
medida, se podría decir que por primera vez se ha
hecho patente una situación de intereses compartidos
(Marruecos se siente observado por la Unión en el
trato que da a los subsaharianos en su territorio y, con
ello, teme comprometer su relación con la UE).
España y Marruecos han trasladado el tema al ámbito
europeo, desde las exigencias más inmediatas (ejecu-
ción de las partidas comprometidas por la UE con
Marruecos para ayudarlos en el control de sus fronte-
ras, solicitud por parte de España de enviar una
misión de la UE sobre el terreno para analizar el pro-
blema, dotación en las perspectivas financieras de una
partida destinada a España para gestión de flujos
migratorios) hasta las soluciones estructurales (política
de inmigración legal de la UE, demanda marroquí de
un Plan Marshall para el África Subsahariana). Esta
última idea coincide con la opinión de la sociedad
española (96% de los españoles consideran que la me-
jor solución contra la inmigración es ayudar a los paí-
ses pobres a desarrollarse [BRIE 2005b]). Resultado de
la cooperación hispano-marroquí a lo largo de la crisis
ha sido la iniciativa conjunta de organizar en 2006 una
Conferencia Euro-Africana sobre Migraciones y
Desarrollo, que contó de inmediato con el apoyo de la
Comisión Europea.
En el terreno de las políticas a corto y medio plazo, la
acción del Gobierno español en el África Subsaha-
riana, origen de muchos de los inmigrantes ilegales
que intentan entrar en España, ha sido especialmente
destacada, si la comparamos con la de anteriores
gobiernos. Viajes del ministro Moratinos y del secreta-
rio de Estado Bernardino León a varios países africa-
nos, antes y después de los hechos de Ceuta y Melilla,
han servido para avanzar en la cooperación técnica
contra el tráfico de seres humanos, para negociar
acuerdos de repatriación con algunos de los países
cuyos ciudadanos entran ilegalmente en España
(Ghana, Malí) y para ofrecer cooperación financiera
(ayuda alimentaria, condonación de deuda) a dichos
países. En otras palabras, el desarrollo de una política
española para África, pendiente durante muchos años,
se inscribe finalmente en un marco de necesidad obje-
tiva para los intereses españoles. Muestra de los nuevos
instrumentos y de la nueva financiación, puestos en
marcha por el Gobierno español, es la creación de la
Casa África8. Dichos instrumentos, según el Gobierno,
van a suponer un salto cualitativo en las relaciones de
España con los países y comunidades implicadas
(MAE, 2005) y todo ello, para el ministro Moratinos, es
el resultado combinado de la demanda de la ciudada-
nía española y de la urgencia ética de la comunidad
internacional (Moratinos, 2005c). Para ser coherente
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prueba importante en el terreno de la distribución geo-
gráfica de su AOD. Las cifras del 2005, cuando se pue-
dan consultar, nos mostrarán en qué medida se ha
revalorizado el África Subsahariana en el mapa de la
ayuda española (en 2004, África Subsahariana recibió
sólo el 16% del total de la AOD española).
Un mundo seguro, justo y solidario
Países como los del África Subsahariana que acaba-
mos de mencionar viven a menudo en situaciones de
conflicto y de subdesarrollo. Ello nos remite a la agen-
da de seguridad, tal y como España la percibe, siguien-
do la estrategia de la Unión Europea (“Una Europa
segura en un mundo mejor”). Así, las dimensiones de
mantenimiento de la paz y de cooperación al desarro-
llo más la ayuda humanitaria, a medio camino entre
ambas, constituyen un área en la que el Gobierno
español ha hecho un esfuerzo destacado. No hay que
olvidar que el Gobierno Zapatero comenzó cambiando
el nombre del Ministerio de Exteriores, para pasar a
ser de Asuntos Exteriores y Cooperación, lo que res-
ponde a la identidad internacional asumida por el pre-
sente Gobierno (en el presupuesto de 2006, el área de
Cooperación supondrá el 60% del gasto del Minis-
terio). Hablar de la Estrategia Europea de Seguridad
remite también a la defensa, como hace el actual
Gobierno, del multilateralismo efectivo. Cosa que
España está implementando a través de su participa-
ción en operaciones multinacionales de paz, pero, en
menor medida, en el campo de la cooperación al des-
arrollo, como ya veremos.
En cuanto al contexto adverso, conviene recordar
que el año 2005 ha sido el año del fracaso de la refor-
ma de Naciones Unidas. ¿Hasta qué punto limita
dicho fracaso la política española? Es evidente que en
términos globales no favorece la defensa del multilate-
ralismo, tan destacado en el discurso del Gobierno
español, pero, a la vista de las dificultades que hubiera
tenido España para defender sus intereses de cara a la
reforma del Consejo de Seguridad y de su actual polí-
tica de cooperación al desarrollo no se puede decir que
haya sido un gran contratiempo para la actividad exte-
rior española. La actuación del Gobierno español
durante 2005 en materia de operaciones de paz y de
ayuda humanitaria merece algunos comentarios. En
primer lugar, recordemos que 2005 ha estado caracte-
rizado por grandes desastres naturales con consecuen-
cias humanitarias, que marcan el inicio (tsunami del
Sudeste Asiático) y el fin (terremoto en Pakistán) del
año. Tanto en un caso como en otro, España ha estado
presente. En el caso del tsunami, el despliegue nacio-
nal de tropas sobre el terreno fue acompañado de una
moratoria en materia de deuda, mientras que en
Pakistán las tropas españolas fueron movilizadas den-
tro del marco de la Fuerza de Reacción Rápida de la
OTAN. El alcance de las acciones (España fue, tras
Gran Bretaña y Francia, el país que ofreció mayor
cantidad de ayuda tras el tsunami) responde a la
voluntad del Gobierno de hacer de la ayuda humanita-
ria uno de los ejes de su política de cooperación (pro-
yecto de crear una Oficina de Acción Humanitaria
dentro de la Agencia Española de Cooperación
Internacional, AECI). Ahora bien, la opción escogida
por el Gobierno español (fuerte militarización de la
ayuda) choca con los estudios de las organizaciones
internacionales y de las ONG especialistas en el tema
que, a lo largo de los años, han determinado que las
operaciones militares en el terreno humanitario son
menos eficaces (lentitud) y eficientes (elevado coste)
que las llevadas a cado por especialistas civiles en el
sector. A la vista de las experiencias de 2005, las ONG
españolas de ese perfil han solicitado que la propuesta
del Gobierno, para 2006, de dedicar el 7% de la AOD
a ayuda humanitaria se traduzca realmente en ayuda
humanitaria y sea mayoritariamente asumida por el
sector civil. El caso del tsunami ha llevado a los analis-
tas a criticar al actual Gobierno por estar repitiendo el
modelo que tanto había condenado desde la oposición,
el modelo FAD (Fondo de Ayuda al Desarrollo) +
Fuerzas Armadas. En efecto, en el caso del tsunami, el
11% de la ayuda correspondió al coste de la actividad
de las propias Fuerzas Armadas y el 72% a créditos
FAD, mientras que la aportación AECI fue sólo un
11% del total (Contreras, 2005). En ese mismo orden
de cosas, una de las críticas que recibe la política espa-
ñola por parte de los expertos en ayuda humanitaria es
la escasa prioridad que da, dentro de su AOD, a la
ayuda para la salud, ya que España, si se descuentan
los créditos, está en el puesto 19 entre los 22 países
donantes (Bayón, 2006).
En segundo lugar, España participa en operaciones
multilaterales de paz tanto de Naciones Unidas como
de la OTAN y de la UE. Sin embargo, el perfil español
es claramente poco onusiano en ese terreno. En 2005,
nueve países de la UE contribuían con más fuerzas a
Naciones Unidas que España. Si observamos la contri-
bución española vemos que ésta, a excepción de unas
pocas personas en algunas operaciones en África
(Congo, Burundi, Sudán), se concentra en la Misión de
Estabilización de las Naciones Unidas en Haití
(MINUSTAH) con 200 soldados españoles. Lo que
supone una reafirmación del perfil tradicional de
España en materia de seguridad dentro del marco de
Naciones Unidas, volcado sobre todo hacia América
Latina. La lectura de la participación española en
MINUSTAH podría entenderse más en clave de polí-
tica iberoamericana (apoyo a la credibilidad de Brasil
al frente de la operación) que de deriva onusiana de la
política española.
En tercer lugar, mientras España tiene una actitud
continuista en lo relativo a su participación en las ope-
raciones de la UE en los Balcanes (Bosnia y Macedonia
con unos 1.300 soldados) y también a su compromiso

























































        
Defensa, como los preparativos durante 2005 para la
puesta en marcha de una Gendarmería Europea
(Barbé y Mestres, 2005), lo cierto es que la organiza-
ción que ve aumentar el compromiso de España de
manera más evidente es la OTAN. Es el caso del
anuncio tras el encuentro de Bush con sus socios euro-
peos, en Bruselas en febrero de 2005, de la disposición
española a entrenar a miembros del ejercito irakí (eso
sí, en territorio español). Ahora bien, por encima de
todo, el mayor esfuerzo español se ha concentrado a lo
largo de 2005 en la Fuerza Interna-cional para la
Asistencia y la Seguridad en Afganistán (ISAF), donde
España se ha hecho cargo de una base logística avanza-
da y de un equipo de reconstrucción provincial, asu-
miendo mayor riesgo y compromiso (con un saldo, al
acabar el año, de un grave accidente en el que murie-
ron 17 soldados españoles). España también aumentó
sus tropas de manera provisional (500 soldados más
sumados a los 540 ya desplegados) para garantizar la
seguridad del proceso electoral. El punto de inflexión
del compromiso español en Afganistán puede venir
dado por la decisión del Gobierno de asumir el
mando de la operación OTAN en Afganistán en
agosto de 2006. Lo que supondría, de entra-
da, doblar las tropas españolas en aquel
país. Decisión que, caso de llevarse
adelante, puede encontrar oposi-
ción tanto a nivel social como
parlamentario.
Last but not least, la
cooperación al desarro-
llo es sin duda uno de los
aspectos más destacados de la
política exterior española a lo lar-
go de 2005, y de cara a 2006, y si aten-
demos a la opinión de los expertos “el
balance global del año es positivo” (Vera,
2005), al margen, lógicamente, de las limitaciones
estructurales que comporta el proteccionismo espa-
ñol (y europeo) de su agricultura, una vez más reafir-
mado en la reunión de la Organización Mundial del
Comercio, en Hong Kong, en diciembre de 2005.
Recordemos que si cabe buscar un factor diferencial en
la actividad exterior de España con el Gobierno Za-
patero, ése es sin duda el compromiso asumido de cara
a aumentar la AOD española hasta un 0,5% del PIB al
final de la legislatura. El presupuesto ejecutado duran-
te 2005 ha dado paso a unos presupuestos de cara a
2006 que incrementan la cifra de AOD hasta un 0,35%
del PIB, cumpliendo así con los compromisos adopta-
dos por España en el seno de la Unión Europea en
materia de cooperación al desarrollo. En el mes de sep-
tiembre Zapatero ya había anunciado un aumento del
37% de la ayuda al desarrollo, para llegar así al objeti-
vo del 0,35% del PIB en 2006. Dicha política coincide
sin ningún género de dudas con el sentir de la sociedad
española (84% de los españoles consideran que España
debe cooperar internacionalmente para solucionar los
problemas de los países menos desarrollados a pesar
del coste económico que ello suponga) (CIS, 2005). El
salto presupuestario, derivado del compromiso político
del Gobierno español al ganar las elecciones, es evi-
dente. Sin embargo, ese salto plantea algunas pregun-
tas en torno a su utilización. Uno de los instrumentos
financieros más destacados por el actual Gobierno,
como ya mencionamos, ha sido el compromiso bilateral
de convertir deuda en educación, sobre todo en Amé-
rica Latina. Esas operaciones de condonación de deuda
se llevan una buena parte del crecimiento de la AOD
española, lo que induce a los analistas (Sanahuja et al.,
2005) a indicar que así se aplaza la necesidad de mejo-
rar la capacidad de la Administración española para
gestionar flujos de ayuda mayores pero, sobre todo, a
destacar la contradicción existente, a la vista de lo ocu-
rrido en 2005, entre el discurso multilateralista del
Gobierno español y su política bilateral a la hora de
gestionar buena parte del crecimiento de la AOD. En
2005, el 60% de la AOD ha sido bilateral, el 25% se ha
vehiculado a través de la UE y sólo un 3% ha ido a
parar a organismos internacionales no financieros. El
análisis de lo que ocurra en 2006 en este terreno va a
ser importante para ver hasta qué punto el modelo
bilateralista de España en materia de cooperación al
desarrollo, ligado por definición a los intereses de
Estado, se orienta hacia el multilateralismo.
En suma...
El año 2005 es un “año de impasse” en lo que a políti-
ca exterior y de seguridad se refiere. Idea aplicable
tanto a la formulación de la política exterior en el
ámbito doméstico como a la gestión de la agenda inter-
nacional de nuestro país. En el ámbito doméstico, esta-
mos a la espera de que el disenso en política exterior
entre las fuerzas políticas genere un debate productivo
y, con él, se restablezcan unas grandes líneas de actua-
ción aceptadas por las fuerzas políticas y por la socie-
dad española. La gestión de la agenda internacional
por parte del Gobierno socialista ha contado con dos
hándicaps -crisis en la Unión y permanencia de Bush
en la Casa Blanca- que han aumentado sus dificultades
para hacer frente a cambios “adversos” para su políti-
ca, como la Europa que pivota menos sobre el eje fran-
co-alemán o la Venezuela que se aleja más y más del
Estado de derecho. Si nos atenemos al año 2005, la
política exterior de nuestro país se ha caracterizado
por reparar relaciones dañadas en los últimos años,
caso de Marruecos o de la sintonía política en América
Latina, y por gestionar intereses. En este último aspec-
to, la asociación estratégica establecida entre España y
China es un buen ejemplo. La visita de Zapatero a China,
en julio, y la de Hu Jintao a España, en noviembre, tie-
nen un background económico evidente (inversión
española, turismo chino), pero también suponen un
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ma internacional. Es evidente hoy en día, por ejemplo,
que el margen de maniobra de España (y de Europa)
en América Latina, prioritaria para la diplomacia
española, se ve limitado, además de por Estados
Unidos, también por China. Lectura que se puede
extender al África Subsahariana, escenario que, como
hemos visto, pasa a tener mayor relevancia en la agen-
da española durante 2005. El actual Gobierno se ha
caracterizado asimismo por crear expectativas éticas
(Moratinos, 2005c) en torno a su actuación en la escena
internacional, interpretando el sentir de la sociedad
española. A pesar de ciertos avances, el Gobierno ha
mostrado claras limitaciones en lo que respecta a
comunicación y debate con la sociedad en torno a su
actividad internacional. Cierto es que, para 2006, se ha
anunciado el lanzamiento de una campaña,
“Hablamos de Europa”, para familiarizar a los espa-
ñoles con los valores de la Unión y con los beneficios
de la pertenencia de nuestro país a la misma (MAE,
2005). De momento, queda el beneficio de la duda
sobre las virtudes de dicha campaña, así como algunas
incertidumbres, desde el punto de vista ético, en torno
a decisiones legítimas del Gobierno adoptadas durante
2005: el nivel de las relaciones establecidas con China
(similar al existente entre dicho país y los grandes de la
Unión, Alemania, Francia y Gran Bretaña); las conde-
coraciones españolas otorgadas, en razón de su activi-
dad en la lucha contra el terrorismo, a funcionarios
marroquíes acusados por organizaciones internaciona-
les de derechos humanos de perpetrar abusos; las
garantías dadas por el ministro Moratinos al presiden-
te de Guinea Ecuatorial de que nuestro país no permi-
tirá operaciones contra su régimen, al que se puede
aplicar la categoría de “Gobierno predatorio” (Castells,
1997) o el rechazo de la propuesta de aumentar las
tasas aéreas para financiar la Alianza contra el
Hambre. Frente a las incertidumbres existentes o a las
incoherencias detectadas conviene apuntar, finalmen-
te, que la política exterior del Gobierno, más allá de la
defensa de los intereses españoles, puede marcar una
nueva línea de actuación en lo relativo a la cooperación
al desarrollo; tema en el que responde a las demandas
de la sociedad española y en el que ha dado un peque-
ño paso más con el aumento de recursos previsto para
el año 2006.
Notas
1. “La visita de Morales certifica que España ya no
está entre las potencias, dice el PP”. La Vanguardia, 5
enero 2006.
2. La noción de normalización, aplicada al análisis de
la política exterior española, ha ido de la mano de las
nociones de europeización, modernización, pragmatis-
mo y realismo para definir el cambio de una política
exterior, definitivamente marcada por su ingreso en la
Comunidad Europea (Barbé 1996a, Barbé 1996b,
Torreblanca 2001).
3. Un 23% de los españoles que se autocalifican de
derecha consideran que la relación prioritaria de España
debe ser con Estados Unidos, frente a un 17% de los de
centro y a un 5% de los de izquierda (BRIE, 2005b).
4. A lo largo de 2005, la valoración de Hugo Chávez
como líder político ha ido empeorando en las encues-
tas de opinión pública. Véase BRIE (a,b,c)
5. Según las cifras aportadas por los presupuestos
generales del Estado para 2006 (BOE núm. 312, de 30
de diciembre de, 2005), en comparación a las de 2005.
La presentación del proyecto de presupuesto por parte
del Ministerio hablaba de un aumento del 54%, incor-
porando créditos FAD (MAE, 2005).
6. Esa es, por ejemplo, la imagen que ha dado la
prensa alemana de países como España u Países Bajos,
“países molestos” con los que ha habido que sostener
varias conversaciones bilaterales (“Goldener Mittelweg
aus dem Haushalts-Labyrinth”, www.sueddeutsche.de,
19.12.2005). La prensa polaca, por su parte, ha destaca-
do que los “países frustrados”, en referencia a España,
Italia, Bélgica o Polonia, dieron lugar a muchas reu-
niones bilaterales para exponer sus exigencias y razo-
nes (“Marcinkiewicz o budzecie UE: yes, yes, yes”,
Gazeta Wyborcza, 17.12.2005). La autora agradece a
Anna Herranz y Michael Natorski las referencias
sobre la prensa alemana y polaca, y a Laia Mestres el
apoyo documental amplio para la realización del pre-
sente texto.
7. “El PP critica una venta de buques y aviones a
Venezuela de 1.000 millones”. El País. 15 marzo 2005.
8. También se crean una Casa Árabe y una Casa
Sefarad, que vienen a sumarse a las ya existentes Casa
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